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INTRODUCCION 

Todn persona que desea preparar un trabajo de tesis, 

como un aporte al Centro de Estudios, que bienhechoramente 

le proporcionó el bagaje de conocimientos, para ID obten­

ción de un gr Jdo aCDd~mico, se preocupa desarrollarlo sobre 

las ~aterias que le han sido de mayor agrado. Es así el pOE 

que he preparado un trabajo sobre materias procesales, y 

especiylmente sobre materias procesales penales, ~llas han 

sido las que han advertido mi preocupación, mis desvelos, 

logrando convertirme, de un simple admirador en un amante 

de sus Tnstituciones. 

El título del trabajo: "Los Sujetos en la Relé'.lción 

Jurídica Procesal Penal", es de por sí sugestivo y si a 

ello le agregallios que el placer de la Ciencia lo constitu 

ye su renovación consta nte, su incesante búsqueda de la 

verdad, podemos afirmar sin temor a equivocarnos, que su 

desarrollo, lleva invívito dos finalidades: una, colmar 

una é'.lmbición por mucho tiempo deseada, al par de vanidosa, 

la de cumplir el requisito del grado aCé'.ld~lliico con un estu 

dio sobre las CienciDs Procesales, y la otra, quizás la más 

i~portante, la de despertar en la conciencia dormida de 

los más capaces, la necesidad de hacer una revisión en las 

personas que comprende el llamado "Personal del proceso", 
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incluyendo a todas las que intervienen como principales, 

como secundarias, y como colaboradores o auxiliares. La na 

turaleza del Derecho es de renovación constante, y ello o 

bliga su adaptaci6n al momento histórico que rige. El ' exa­

men y la revisión detenida de las personas que han sido 

llamadas hasta la fecha, Sujetos Procesales Penales, se 

vuelven necesarios e impostergables. 

El Trabajo ha sido dividido en cu~tro títulos y una 

conclusión. El primero comprende las nociones sobre los 

Sujetos en el Proceso Penal; en este .. título se delimitan 

a todas las que forllian el Personal del Proceso, se clasi­

fican, agregándole conceptos necesarios para su interpret~ 

ción y ubicación correcta. En el segundo se establece qui~ 

nes son los Sujetos esenciales para la formación de un pr~ 

ceso válido y se estudian los diferentes ángulos que los 

delimitan. En el tercero se estudian los Sujetos conocidos 

como eventuales, es decir que sin ser necesarios, aparecen 

en el proceso penal en forma secundaria· con el propósito 

de hacer valer las acciones civiles y penales. En el Cuar 

to título se estudian las personas conocidas como colabo­

radores del proceso penal, incorporándolas a este estudio 

para cerrar el círculo de las personas que por una u otr? 

razón intervienen en el mismo. 

En las conclusiones se establecen las fórThulas más 
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adecuadas para darle mayor actualidad a la Legislación sal 

vadoreña vigente. Se proponen soluciones sobre las personas 

llamadas sujetos de la relación jurídica procesal penal, y 

así impartir una justicia pronta, affioldada a las nuevas co 

rrientes del derecho procesal. 



LOS SUJETOS EN LA RELACION JURIDICA PROCESAL PENAL 

TITULO PRIMERO 

NOCIONES SOBRE LOS SUJETOS DEL PROCESO PENAL. 

capítulo Unico: 

1) Generalidades~ 2) Clasificación y enumeración de los 

sujetos procesales penales. 3) Concepto de parte y los diver­

sos criterios para su defi- ' ición. 4) capacidad para ser parte 

y parte procesal. Su distinción. 5) Concepto de parte en el 

proceso penal. 

1) Generalidades. 

La relación jurídica procesal es el mismo proceso consi 

derado subjetivamente. Es relación de Derecho formal, diversa 

de la relación jurídica sustancial que constituye el objeto 

del proceso. Aquella relación nace de la unión de dos relacio 

nes jurídicas distintas, de la relación que existe entre el 

demandado y el mismo Juez o Tribunal. 

En efecto, el derecho de acción por un lado, y el der~ 

cho de contradicción, por el otro, forman lo que se ha deno­

minado en la Ciencia Jurídica, la relación jurídica procesal 

y que podemos definir COlliO "El conjunto de relaciones jurídi­

cas que median entre las personas que ejercen los derechos de 

acción y excepción, y el Estado". 
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De lo expuesto p odemos inferir que los sujetos de la 

relación jurídica procesa l son por una parte el Juez y las 

personas que tienen ca pacidad para ser parte procesal. 

Al estudiar detenidamente el proceso penal, se advier 

te la presencia de varias personas que practican activida­

des reguladas por la ley procesal penal. Unas se mantienen 

en el desarrollo del proceso, otras se sustituyen; algunas, 

entran al proceso en forma accidental, otras en forma obli 

gada. 

Materialmente se ha presentado el proceso penal como 

una serie de actos cu~plidos por órganos p6blicos y parti­

culares obligados o autorizados para actuar, bien con re la 

ción al objeto principal o bien con relación a lo acceso-

rio. 

Los órganos p6blicosson ejercidos por Funcionarios 

instituidos por la Ley para que ejerciten los poderes pen~ 

les de realización. 

Los particulares obligados o autorizados son personas 

físicas que deben o pueden intervenir. Estos generalmente 

intervienen en forllia individual y por excepción en forma 

colectiva; personalmente o por medio de representación. 

Los Funcionarios siempre están impelidos a actuar en 

cumplimiento de un contenido de la Ley y en cuanto a su 

permanencia en el proceso están considerados p or su funció~ , 
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ya que la persona en concreto puede ser sustituida. Resu- ' 

miendo; podemos afirmar, que los sujetos del proceso penal, 

que tienen la calidad de Funcionarias del Estado, tienen 

como características su obligatoriedad para actuar y su peE 

manencia en el proceso. 

Los particulares en la relación jurídica procesal pe­

nal pueden ser obligados a intervenir, caso del imputado, o 

autorizados, caso de la parte civil, etc. 

De lo anteriormente expuesto podemos adelantar un con 

cepto de sujeto e n la relación jurídica procesal penal. 

"sujetos en la Relación Jurídica Procesal Penal son las peE 

Bonas públicas o privadas qu~ necesaria o eventualmente in 

tervienen en ~l, por ser titulares del ejercicio de uno u 

otro de los poderes sustanciales para la realización del 

orden jurídico, perturbado por una transgresión a la Ley 

penal". 

2) Clasificación y enumeración de los sujetos proces! 

les penales. 

Al conceptualizar a los sujetos de la relación jurídi 

ca procesal penal, se advierte que aquellos pueden ser pú­

blicos o privados y que por su intervención pueden ser ne­

cesarios o eventuales, llamados por algún expositor, prin­

cipales o secundarios. 

Los sujetos públicos son los que ejercitan los poderes 
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de jurisdicción y acción penal. El primero lo ejercita el 

Juez y el segundo el Ministerio Público, generalmente. 

Los sujetos privados son los particulares a quienes 

les corresponde o se les confiere por la Ley, el ejercicio 

del poder de defensa penal y, ofendidos o no, el ejercicio 

de la acción penal con exclusión del Ministerio Público o 

en forma conjunta con él. Dentro de esta clasificación no 

se incluyen los defensores, quienes tienen una función de 

asistencia y representación, ni los terceros incidentistas 

que puedan tomar alguna participación en el proceso penal; 

únicamente, las personas que son conocidas COfuO sujetos ne 
. -

cesarios o principales y como sujetos eventuales o secunda 

rios. 

También se clasifican los sujetos de la relación jurí 

dica procesal penal en sujetos esenciales y sujetos eventua 

les. 

Se llaman sujetos esenciales a los que intervienen n~ 

cesariamente en el proceso penal, ejercitando los poderes 

sustanciales de realización del Derecho Penal. Su esenciali 

dad radica en que no pueden faltar para la existencia de un 

proceso válido y éllos son: el Juez, el Acusador y el Impu­

tado. Existen otras personas que intervienen en forma nece-

saria en el proceso penal, para la validez de los actos del 

mismo, como el Secretario y el Defensor, pero nunca debe 
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confundírseles con los sujetos esenciales, por cuanto no 

son sino colaboradores de éstos ultimos, para integrar la 

función de los mismos. El Secretario la del Juez y el De­

fensor la del Imputado. Carecen pues, de ia titularidad di 

recta del ejercicio de los pdderes penales_ Basta seBalar 

que si faltara el Juez o el acusado o el imputado no exis 

tiría proceso penal válido. 

Los sujetos eventuales son las personas que se introdu 

cen en el proceso penal con relación a la cuestión civil y 

con relación a la penal, en cuanto a la participación de 

los particulares en la acusación no exclusiva. 

La presencia de estas personas en el proceso penal no 

es necesaria para la existencia del mismo, característica 

ésta, que los diferencia con los sujetos esenciales. 

Podemos enumerar los sujetos eventuales, como diciendo 

que son: la parte civil en el proceso penal, parte actora 

y parte civilmente obligada a consecuencia de un hecho cri 

minal, y el acusador no exclusivo. La primera se encuentra 

formada por la persona que reclama indemnización y por la 

persona que responde por tal indemnización. La segunda se 

encuentra formada por los acusadores que actúan conjunta, 

subsidiaria o adhesivamente con el Ministerio Público, t~ 

dos con la característica de intervenir en el proceso pe­

nal en forma secundaria, pues su intervención no es necesa 
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ria para la formación del proceso penal . Es necesario ha­

cer observar que el acusador exclusivo, no pierd e su cat~ 

goría de esencial cuando interviene como actor civil. 

3) Concepto de parte y los diversos criterios para su 

definición. 

En la relación jurídica procesa l penal además del Esta 

do, que part icipa como sujeto de la obligación de prestar 

la actividad jurisdiccional, existen otros, que son los ti 

tulares del derecho de acción y defensa, que en la termino 

logía jurídica penal son llamados, acusador el primero e 

imputado el segundo. 

Cuando el Acusador y el imputado llegan a asumir las 

figuras de sujetos que ejercitan una acción y una defensa, 

respectivamente, son conocidos procesalmente como partes. 

Establecer el concepto de parte, es tema obligado por 

su carácter fundamental en el proceso, ya que de él se de 

rivan un número considerable de consecuencias jurídicas im 

p ortantísimas. 

En relación a este conce pto existen tres teorías pri~ 

cipales: a) La primera teoría toma como concepto de parte, 

un concepto sustancia l . Parte, para esta teoría, son los 

sujetos de la relación jurídica sustancial. Este criterio 

es inexacto, por cuanto es inexplicable que los sujetos que 

eventualmente son parte, p o r motivo puramente ~aterial, al 
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desarrollo de la actividad jurisdiccional, se llega a saber 

que no existen sujetos de la relación jurídica sustancial. 

b) La segunda teoría estudia el concepto de parte, co­

mo un concepto puramente p rocesal y lo define como aquel 

que como actor o demandado tiene una participación en el 

juicio. 

Esta teoría tiene un aspecto de verdad, pero es insufi 

ciente. En efecto, no son pocos los casos en los que una 

persona participa en el juicio y los efectos de la senten­

cia llegan a un tercero. La sola participación del mismo 

no indica nada. 

c) La tercera teoría es la que afirma que parte es te 

da persona que solicita en nombre propio o en cuyo nombre 

se solicita la actuación de la Ley. Este último concepto 

es el que nos parece más apropiado, al señalarnos con exac 

titud quienes tienen calidad de parte. 

4) Capacidad para ser parte y parte procesal. 

Todo sujeto de derec h o puede ser parte en juicio, es 

decir, que toda p ersona individual tiene capacidad para 

ser parte, pero parte procesal, ° sea para obrar en juicio, 

sólo la tienen quienes pueden intervenir activamente en el 

proceso en nombre propio ° en representación de otro. Un me 

nor de edad tiene capacidad procesal para ser parte, pero 

si no puede ser pa rte procesal. 
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5) Concepto de parte en el proceso penal. 

El concepto que admitiThos de parte en el proceso civil, 

o sea el de que lo es toda persona que solicita en nOffibre 

propio o en cuyo nombre se solicita, la actuación de la Ley, 

no parece tener la certeza en el concepto de parte en el 

proceso penal. 

Si examinamos con detenimiento la función del Ministe­

rio Público, que es el órgano que generalmente ejerce la 

acción penal en representación del Estado, nos damos cuen­

ta, que según el concepto de partes antes enunciado, no 

coincide con las que este órgano desempeña. 

El Ministerio Público de conformidad con la Ley, busca 

el cumplimiento exacto de la misma, y por éllo, perfecta­

mente puede solicitar el sobreseimiento o la absolución 

del imputado. Es por eso que algunos autores manifiestan, 

que en el proceso penal existe una parte "única" y que es 

el imputado. Criticable es esta solución, por cuanto eso 

de parte única, nunca podría sei, pues entonces no habría 

partes, y además, el hecho de pensar que el Ministerio Pú 

blico sea una parte "imparcial", nos parece falta de serie 

dad. 

Refiriéndonos nuevamente al problemas del concepto de 

parte en el proceso penal, también nos llama poderosamente 

la atención, el que el imputado pueda ser parte aún sin su 
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oonsentimiento. Este oaso se ve ouando el imputado al ha­

ber renunoiado a su dereoho de defensa, el Juez le nombra 

un" defensor para que lo asista. 

Como se vé, materialmente, es imposible el querer en­

oontrar el oontenido de parte en el prooeso penal, por las 

personas que eje roen los dereohos de aooión y de defensa. 

La solución al problema se enouentra en un oonoepto pura­

mente formal y que podemos enunoiar así: "es parte en el 

prooeso penal toda persona que ejeroe en e l mismo los de­

rechos de aooión y de defensa en lo prinoipal o en lo ao­

oesorio". Este oonoepto señala COlliO parte a todas las pe~ 

sonas que estudiaremos oomo sujetos esenoiales y sujetos 

eventuales 1 con excepoión de la persona oonooida oomo Juez. 



TITULO SEGUNDO 

LOS SUJETOS ESENCIALES EN LA RELACION JURIDICA 

DEL PROCESO PENAL 

Capítulo Primero 

EL JUEZ 
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1) Nocione s y clasificación. 2) Juez T~cnico. La espe­

cialización. Soluciones en la Legislación salvadoreña. 3) 

Jueces singulares y pluripersonales . Juez Instructor y Juez 

Sentenciador. Soluciones en la Legislación salvadoreña. 

4) Juez lego o Jurado Popular . Criterios ~ue lo defienden 

y criterios que lo impugnan. SOlu ciones al Jurado Popular 

en la Legislación salvadoreña . 

1) Nociones y Clasificación. 

Quizás en el estudio de los sujetos en la relación ju 

rídica procesal penal, sea el más delicado el del Juez,en 

él deben concurrir cualidades COIDO idoneidad, honradez y 

una capacidad superior de equidad. Hay quien haya dicho 

que para ser Juez es necesario ser algo más que hombre, 

pues en un juicio, mantener la paciencia, la sabiduría y 

el honor por encima de toda clase de pre siones es una de 

las labores más difíciles de alcanzar. 

El se ffiantiene por encima de las llamadas Partes, y 

es señalado, según un autor italiano como el sujeto preerui 
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nente en la relación jurídica procesal penal, el encarga­

do de ejercer la función soberana de la jurisdicci6n~ 

La doctrina lo ha clasificado en jueces ordinarios y 

jueces especiales. Los primeros son los que conocen de to 

da clase de delitos sin exclusión de personas, y los segu~ 

dos, los que por mandato de la Ley, conocen de un sector 

exclusivo de personas o delitos. 

También se ha clasificado a los jueces, de confor~idad 
, 

a su nOIDbra~iento, en jueces p or acuerdo y jueces por e-

lección de las partes. Los jueces por acuerdo, en algunas 

legislaciones llamados por Decreto, son los nombrados por 

el órgano respectivo del Estado y los jueces por elecci6n 

son los que designan los particulares. Una modalidad de 

esta última clase de jueces existe en Suiza. Entre noso-

tros, los jueces por elección pueden tener cabida, en for 

ma incompleta, en el arbitraje, lo mismo que en las elec-

ciones de segundo grado se hacen de los Magistrados. 

La clasificación de los jueces más conocida, es la que 

los divide en jueces técnicos y jueces legos, conocidos 

en nuestra Legislación como jueces de derecho y jueces p~ 

pulares. En nuestra Legislación tenemos una categoría de 

jueces legos, que no son a los que se refiere la clasifi­

cación doctrinaria, es decií los jueces de paz, pues la 

intenci6n de los tratadistas que así los clasifican, tie-
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nen en cuenta, además de la capacidad t~cnica de los mismos, 

la naturaleza de la decisión. 

2) Juez T~cnico. La especialización. Soluciones en la Le 

gislación Salvadoreña. 

Llámase Juez Técnico o Juez de Derecho al funcionario 

que ejerce el cargo con base en una preparación técnica y 

es generalmente desarrollado por profesionales que su misma 

idoneidad los capacita para el desempeño de las funciones. 

Existe una marcada tendencia a su implantación, buscan­

do en la especialización una garantía para un mejor desarro 

110 de acelerar la decisión final, de una manera justa, sin 

que otras materias le puedan absorber parte del tiempo. 

En la Legislación salvadorefta ánicamente existe el ju~z 

especializado en los llalliados Jueces de Tránsito, Jueces de 

Menores, pues, aún cuando en ciertas cabeceras departament~ 

les se ha n establecido Juzgados de lo Penal, no puede ha­

blarse de que la tendencia doctrinaria, se haya impuesto, 

ya que en la mayoría de los Juzgados priva el criterio mix 

too 

3) Juez Singular y Juez Pluripersonal . Juez Instructor 

y Juez Sentenciador. Soluciones en la Legislación Salvadore 

ña. 

El problema de si debe existir el juez único, llamado 

también singular, o el Juez Pluripersonal para la decisión 
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en las causas criminales, únicamente se da en el Juez Téc 

nico, pues basta , la fecha ningón expositor procesalista ha 

pensado que el Juez Popular sea un Juez Singular, pues su 

falta de preparación técnica obliga a que sea más de uno. 

Los motivos que se aducen a favor del Juez Singular 

son: a) De tipo económico, los gGstos son menores, y b) 

de tipo procesal, existe una aproximación mayor del Juez 

Singular a los hechos que investiga; el Juez Singular pu~ 

de resolver con mayor prontitud. 

Los motivos que se aducen en favor del Juez PIuriper­

sonal son de carácter práctico, se piensa que un grupo de 

personas resuelven mejor, lo que le falta a uno, a los de 

más les sobra en experiencia. 

Esta razón es criticable y hasta pensar que en la re~ 

lidad las decisiones en los Tribunales colegiados no son 

dadas por todos, siendo que uno o dos a lo sumo le dedican 

el estudio y los demás únicamente asienten. Además, la co 

rrupción entre v3rios es más probable. 

La prontitud en la decisión y la certeza en la justi­

cia del fallo puedn resolverse abandonando la investiga­

ción y la decisión en Juez Unico, en la primera instancia. 

Lo anterior siempre que las personas que integren los Tri 

bunales posean una sólida preparación. 

Acerca del problema que si debe existir un Juez que 
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practique la investigación y otro que decida, podellios agr~ 

gar que en principio, parece une idea favorable, ya que se 

evitan los criterios que conducen a una parcialidad, como 

por ejemplo, la vista de los actos repugnantes del delito, 

porque éstos en no pocas ocasiones ha conducido a excesos 

de parte del Juez. Esta razón que nos parece poco técnica 

no resiste el análisis, toda consecuencia de delito nos p~ 

rece repugnante, unas más, otras menos, pero siempre repug 

nantes y además faltaría a la moral quien no sintiera re­

pugnancia de las consecuencias de los delitos; pero también, 

en el caso del Juez Sentenciador distinto del Juez Investi 

gador, es imposible creer que no sienta la repugnancia de 

las consecuencias de los delitos con la sola lectura de lo 

investigado. Por otro lado sucede en no pocas ocasiones 

que el Juez de lo Penal se acostumbra a presenciar tales 

consecuencias, se familiariza con éllas y a fuerza de cos 

tumbre, esta circunstancia no le impide ser imparcial. En 

la Legislación Salvadoreña el Juez Técnico es uno en Prim~ 

ra Instancia, pero en la segunda es pluripersonal, lo mis­

IDO que el Tribunal que decide la casación. Sucede en Prim~ 

ra Instancia una circunstancia que podría afirmarse que 

existe un Juez Pluripersonal, la del Juez de Paz, que con2 

ce de las primeras diligenci a s en la investigación, pues 

el Juez de Primera Instancia revisa todas las diligencias 
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practicadas por aquel. Es decir que, a pesar del carácter 

revisionista del Juez de lo Penal sobre las diligencias 

pra cticadas p or el Juez de Paz, en la investigación exis­

ten dos Jueces. Lo anterior no es cierto pues si al Juez 

de Paz se le ha otorgado facultades para conocer en las 

primeras diligencias, la razón que lo obliga es puramente 

práctica: evitar acumulación de trabajo al Juez de lo Pe­

nal. Existe lo pluripersonal en la investigación pero no 

en la decisión. 

Acerca del Juez Instructor y el Juez Sentenciador la 

Legislación Salvadoreffa sigue el criterio que debe ser uno 

solo pues la división ónicamente es contemplada cuando se 

conoce en grado de apelación o consulta y en el recurso 

de casación, pero en Primera Instancia, desde la instruc­

ción hasta la decisi6n se mantiene la unidad. 

4) Juez Lego o Jurado Popular. Criterios que lo defien 

den y criterios que lo impugnan. Soluciones al Jurado Po­

pular en la Legislación salvadoreña. 

Una de las discusiones que siempre tiene vigencia en 

la Ciencia Jurídica, es la que trata sobre la existencia 

del Jurado Popular. La forma primitiva de impartir justi­

cia era la que se centraba sobre la decisión de todo un 

pueblo. Así en la época primitiva el pueblo entero era el 

que decidía sobre la suerte del que era señalado que ha-
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bía cometido un delito. Posteriormente, la actividad de im 

partir justicia fue absorbida por el Soberano, siendo has­

ta en la edad moderna que se despertó la necesidad de que 

fuera el pueblo o sus re p resentantes los que decidieran so 

bre la suerte del imputado. Naciendo así su carácter repr~ 

sentativo. Además de esta nota relevante todavía para nue~ 

tro tiempo, se aduce que el Juez de Derecho viene a ser el 

representante de los gobiernos totalitarios, que actúa co­

mo un delegado del poder centralizado y la única manera de 

neutralizar ese poder es que el pueblo administre su pro­

pia Justicia. 

Resumiendo, podemos afirmar que dos son los criterios 

principales p3ra la existencia del Tribunal Popular, a sa 

ber: su carácter representativo de la Justicia Popular y 

su carácter neutralizador del poder dictatorial. 

Pero a la par de sus apologistas, el Jurado Popular 

tiene sus detractores, así se afirma que su esencia repu­

blicana, manifestada por la decisión de los representantes 

del pueblo es falaz, porque el pueblo tiene derecho a una 

Justicia dictada por sus representantes, pero sus represe~ 

tantes más capaces, y éstos únicamente pueden serlo los 

técnicamente más p reparados. Así también el carácter neu­

tralizador del poder dictatorial se funda en la deshones­

tidad de los Jueces de Derecho y no en la certeza del sis 
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tema; que tanto los Jueces T~cnicos como los legos están 

sujetos a la COrriJ Ilción con la diferencia que a los prim~ 

ros es más difícil su deshonestidad por su preparación y 

por su permanencia en el cargo, mientras que el Jurado Po 

pular es eventual. Aún más, el avance de la tecnología ha 

convertido a los medios de prueba en sistemas científicos, 

por lo que es necesario que exista una persona con prepa­

ración científica para la decisión, en lugar de ese siste 

ma libre de la íntima convicción por . el sentimiento. 

Con todo lo anotado creemos preferible la implantación 

del Jurado Populcr por su carácter neutralizador, ya que 

el momento histórico lo exige, pues nuestros Jueces de TIe 

recho, salvo honrosas excepciones, siempre han sido ins­

·trumento del Poder Ejecutivo, y si se afirma que la falla 

es de los hombres y no del sistema, no podemos dejar de 

pensar cómo pueden existir éstos últimos sin que existan 

las personas que los representan. 

5) Soluciones al Jurado Popular en la Legislación Sal 

vadoreña. 

Según el Art. 94 de la Constitución pOlítica de El 

salvador, el Jurado Popular se establece para los delitos 

comunes que determine la Ley. Es decir, que el Jurado Po­

pular se establece únicamente para los delitos oomunes,v~ 

cablo éste en oposición a delitos oficiales. Esta interpr~ 
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taci6n tiene su base en el articulo menciona~o y en el 

primer inciso del Art. 211, de la misma Constituci6n, que 

reza "El Presidente y el Vice-Presidente de la República, 

los designados a la Presidencia, los Ministros y Sub-Se-

cretarios de Estado, los Magistrados de la Corte Suprema 

de Justicia y de las Cámar a s de Segunda Instancia, el Pr~ 

sidente y los Magistrados de la Corte de Cuentas de la R~ 

pública, el Fiscal General de la Repóblica, el Procurador 

General de PObres, los miembros del Consejo Central de E­

lecciones y del Consejo Superior de salud Pública, y los 

representantes diplomáticos; responderán ante la Asamblea 

Legislativa por los delitos oficiales y comunes que come-

ta n ••• et c. " 

Así también en el párrafo quinto del Art. 283 l. se 

señala que cuando la Cámara de Segunda Instancia de lo Pe 

nal, de la Primera Secci6n del Centro tenga que conocer 

en Primera Instancia de los delitos comunes cometidos por 

los Funcionarios, etc. dando a entender que únicamente por 

delitos comunes, puede conocer la Cámara mencionada y so­

meterlos a consideración del Jurado Popular. 

En el mismo articulado se establece que no todos los 

delitos comunes son sometidos al conocimiento del Jurado 

Popular, excepcionando a los delitos de hurto y robo cua~ 

do hubiere plena prueba de la delincuencia del procesado, 

¡;:.:- ... 
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los delitos penados con pena pecuniaria que no exceda de 

doscientos colones o con prisión menor y no fueren reinci 

dentes y los delitos llamados "actividades anárquicas o 

contrarias a la democracia". 

\ 
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capítulo Segundo 

EL ACUSADOR 

1) Su naturaleza y necesidad jurídica. 2) Clasificación: 

Acusador estatal, querellante exclusivo, acusador profesio­

nal y acusador popular. Soluciones en la Legislación salv~ 

doreña. 3) El Ministerio Público. Nociones. La necesidad 

de su intervención en el proceso penal. 4) La función pre­

paratoria en la investigación. ·Soluciones en la Legislación 

Salvadoreña. 

1) Su naturaleza y necesidad jurídica. 

El Acusador es uno de los sujetos indispensables en la 

relación jurídica procesal penal. Es el titular del ejerci 

cio de la acción penal. 

El nombre de acusador es utilizado a pesar de que eve~ 

tualmente no representa a cabalidad el contenido exacto del 

t~rmino. Unicamente ~xistió el tipo acusatorio puro, cuan­

do éste era preparado, formulado y mantenido por un ciud~ 

dano, responsable de su actuar. En los sistemas procesales 

penales de tipo mixto se ha mantenido el t~rmino para se­

ñalar a la persona que ejerce la acción penal. 

En algunas Legislaciones este sujeto de la relación 

jurídica procesal ba recibido denominaciones como acusador 

y coruo querellante, haciendo una distinción por la persona 
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que ejercita la acciób. Como el Ministerio Páblico propia­

mente no ejerce una acusación en virtud de estar sujeto al 

estricto cUffiplimiento de la Ley, algunos autores pretenden 

llamarlo "Organo requirente". Pero la costumbre se ha im­

puesto y continúa llarrándose al igual que las otras perso­

nas que ejercen la acción penal: Acusador. 

Con todo, la necesidad de su existencia en el proceso 

penal, queda establecida, con sólo pensar que sin su inteE 

vención no puede existir proceso válido. Es un presupuesto 

procesal. No importa que sea ejercico por un particular o 

por un órgano del Estado, ni el interés que a uno o al otro 

mueva, su finalidad lo justifica: el castigo del culpable. 

Cumplen con una función pública. Pública es la acción, co­

mo pública es la pretensión hecha valer en élla. 

2) Clasificación: Acusador estatal. Querellante exclu 

sivo, Acusador Profesional y Acusador Popular. Soluciones 

en la Legislación Salvadoreña. 

Esta clasificación obedece a quienes son las personas 

que ejercen la acción penal. 

El Acusador Estatal es el órgano instituido por la 

Ley para representar al Estado en el ejercicio de la ac­

ción penal. Se le conoce en casi todas las Legislaciones 

con el nombre de Ministerio Público. En la Legislación sal 

vadoreña taRbién es conocido con el nombre de Ministerio 
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Público pero este órgano se ha dividido, según la función 

que deserrpefia: una de carácter tutelar y otra de carácter 

fiscal. El organismo que desempeña la primera función reci-

be el nombre de Procuraduría General de Pobres y el de la 

segunda, Fiscalía General de la República. 

El Querellante Exclusivo es el que ejerce la acusa­

ci6n particularmente con exclusión del Ministerio Público, 

cuando se considera ofendido por un hecho criminoso. El v~ 

cablo de Querellante Exclusivo es en oposición al de Quere 

lIante no Exclusivo, que puede ser conjunto, subsidiario o 

adhesivo, y que serán tratados en el título de los sujetos 

eventuales. 

En la Legislación salvadoreña esta figura es conocida 

con el nombre de Acusador Particular, pero referida a deteL 

minados delitos privados como el adulterio, la calumnia, 

la injuria etc. Es en esta clase de delitos donde no puede 

intervenir el Ministerio Público ejerciendo acción penal, 

salvo cuando la acción se dirija contra la autoridad pú­

blica o corporaciones o clases determinadas del Estado.Ta~ 

bién hay que hacer notar que no todo Acusador Particular 

es querellante exclusivo. El concepto de acusador particu­

lar es más amplio y comprende a toda persona particular que 

ejerce la acción penal contra otra persona tambi~n particu­

lar. Puede actuar en forma exclusiva, conjunta, adhesiva o 
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subsidiariamente con el Ministerio póblico. 

Acusador profesional es el que ejerce tal función en 

representación de las asociociones sindicales, cuando se ha 

cometido algún delito contra la agrupación. Tiene la parti 

cularidad de que puede actuar en forma conjunta con el Mi~ 

nisterio Público. Esta figura nació con el objeto de salv~ 

guardar y fortalecer los intereses de las agrupaciones siQ 

dicales, en Francia, en el año de 1884, facultándolas para 

formular acusación con relación a los delitos que lesiona­

ran directa o indirectamente los intereses colectivos. 

En la Legislación salvadoreña desde el punto de vista 

procesal penal es desconocida esta figura, pero con el ap~ 

recimiento de los sindicatos, perfectamente, pueden éstos, 

acusar como cualquier otra persona jurídica, en los delitos 

que los lesionen. 

La acusaci~n popular es ejercida por cualquier ciuda­

dano que tiene conocimiento se ha cometido algún delito pú 

blico. Actúa en representación de la sociedad de que es 

miembro, para perseguir el castigo del imputado. 

Esta figura floreció en Grecia y Roma, al hacerse la 

distinción entre delito privado y delito público,denomi­

nando a los primeros por ser cometido por particulares, y 

a los segundos, por ser cometidos por funcionarios en el ~ 

jercicio de sus funciones. Permanece esta figura en los Es 
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tados Unidos, Inglaterra, España y algunos países de Améri 

ca Latina. 

Tiene su fundamento en que toda lesión jurídica al E~ 

tado, lo es a sus miembros, por el carácter de ciudadano. 

Esta figura ha sido criticada porque considera a la 

sociedad como un estado de hecho y no como una organización 

jurídica. Que la voluntad de la sociedad no puede manifes­

tarse por la voluntad de uno de sus miembros, sino por la 

voluntad de la lliayoría o de todos, y atribuirse la repre­

sentación popular, sin serlo, destruye el principio demo­

crático de la mayoría. 

En la Legislación Salvadoreña, únicalliente se conoce la 

acusación popular en los delitos oficiales que cometen los 

funcionarios y empleados públicos, y en los que se cometen 

contra la libertad del sufragio. El nombre que recibe es de 

Acusador Ciudadano. 

3) El Ministerio Público. Nociones. 

Generalmente el que ejerce la acción penal es el Minis 

terio Público. Algunos autores COlliO Alsina, Alcalá zamora, 

Levene, etc., le dan el nombre de Ministerio Fiscal; pero 

Legislaciones como la salvadoreña, la denominan, siguiendo 

criterio Francés e Italiano, Ministerio Público. Este org~ 

nismo desempeña dos funciones, a saber: una tutelar y otra 

fiscal, llamándose la primera Ministerio Público Pupilar, 
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y la segunda Ministerio Público Fiscal. En la Legislación 

Salvadoreña reciben los nombres de Procuraduría General de 

Pobres y Fiscalía General de la República. Ambas integran 

un s6lo organismo, el Ministerio Público, pero se diferen­

cian por sus respectivas funciones. 

Tiene tres características fundamentales: a) Su depen 

dencia del Poder Ejecutivo. Este Poder nombra sus funciona 

rios, por lo que se encuentran supeditados a los lineamiell 

tos políticos que aquel les dicta. b) Su independencia del 

Poder Judicial. Esta característica es fundamental ya que 

para ejercer la acci6n penal, necesariamente tiene que go­

zar de esa independencia. c) La individualidad. Esta cara~ 

terística se basa en que lo actuado por cualquiera de sus 

delegados, se supone actuado por el ~inisterio Público, no 

importando la jerarquía de aquellos. 

4) La necesidad de su intervenci6n en el proceso pe­

nal. La funci6n preparatoria en la investigación. Solucio­

nes en la Legislaci6n Salvadoreña. 

En todo proceso penal que sigue el sistema mixto,exi~ 

ten dos fases: una de investigaci6n y aportaci6n de pruebas, 

y la otra propiamente acusatoria, donde se discuten las 

pruebas recabadas y se decide la suerte del imputado. 

En la primera fase, generalmente la acci6n penal, es 

ejercida por el Ministerio Público, quien siempre se hace 
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presente por ~edio de un delegado asignado al tribunal.Las 

otras personas que pueden ejercer la acción pena l, rara vez 

se presentan en esta fase. Si el Ministeri o P6blico no in­

terviniera o estuviera inhibido para intervenir, al Juez 

Instructor le sería difícil la incorporación de pruebas al 

sumario. 

En la segunda fase necesariamente interviene el Mini~ 

terio Público, pues casi nadie se presenta a ejercer, par­

ticularmente la acción penal, creando la obligatoriedad de 

la intervención fiscal, por ser en esta fase donde la exis 

tancia de un proceso válido, necesita del Acusador. 

En la Legisl a ción Salvadoreña , en la que existe el sis 

tema mixto, formado por dos fases, la primera llamada suma­

rio y la segunda llamada plenario, se sigue lo sefialado an 

teriorruente. En la primera fase, se recaban las probanzas, 

y en la segunda se .discuten contradictoriamente la culpabi 

lidad o inocencia del imputado , sucediendo lo afirlliado, es 

decor, que ni en la primera, ni en la segunda fase, inter­

vienen otros acusadores, originando la intervención forsoza 

del Ministerio Público. Siendo por ello que la ley ha con­

pIado la intervención fiscal, en las dos fases, como regla 

y por excepción la intervención de los otros acusadores. 

Además la tendencia actual es qu e desaparezcan los de 

más acusadores para evitar la venganza privada , que es lo 
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único que puede justificar la intervención de otro acusá-

dor que no sea el Ministerio póblico. 

Uno de los problemas actuales, en cuanto al Ministe-

rio Póblico se refiere, es el que trata, que si este orga-
~ 

nisIDo debe intervenir en la función preparatoria de prue-

bes en el proceso penal, como colaborador del Juez, o si 

se abandona la función mencionada a tal órgano para que 

prepare y formule directamente la acusación, con las prue-

bas por él recogidas. Tiene una gran relevancia el aceptar 

una u otra posición, por las consecuencias jurídicas que 

se derivan: a quien deberá estar reservada la facultad de 

detener provisionalmente al imputado, secuestro de bienes, 

etc. 

La primera de las posiciones, o sea, la de que el Juez 

es el único que puede recoger las probanzas, con la inter-

vención del Ministerio Público, como colaborador, es la a-

doptada por los países latinos, y la segunda, por los pai-

ses anglo-sajones. 

Las rszones que se aducen para aceptar la primera po-

sición consisten en que existe una mejor garantía, por la 

forma de recibir las pruebas, ya que la publicidad y la P2 

sibIe intervención de defensores, dan mayor pureza a las 

pruebas recogidas. Además, el Juez al recabar los datos 

mantiene un acercamiento a los hechos y se ilustra mejor, 
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para una decisión justa. El acercamiento hace que el Juez 

se cOmpenetre de todo lo sucedido, logrando un mejor cono-

cimiento de los hechos. 

La c r ítica que se le hace a esta forma de actuar es 
/ 

que existe una mayor tardanza, en la administración de jus 

ticia. Y así se ha visto que sólo la fase sumaria ha tarda 

do seis u ocho meses como mínimo. Tambián se aduce que el 

acercamiento a los hechos, por parte del Juez, le produce 

trastornos sicológicos al grado de convertirlo en parcial. 

Sucede que en la ffiayoría de los casos el Juez, únicamente 

recaba los datos que perjudican al imputado, y no investi-

ga la totalidad de lo sucedido. 

La razón más atendible en favor de la segunda posición, 

o sea, que el Ministerio reca h e los datos, antes de iniciar 

la acusación, para que, preparada, la formule ante el Juez 

competente, es la que dice que quien investiga más a fondo 

el hecho delictivo, es el Ministerio Público, por la natu-

raleza de su función. 

En la Legislación Salvadoreña, se sigue el sistema de 

Juez instructor e investigador. El Ministerio Público rec~ 

ba datos y probanzas por medio de su Departamento Criminal, 

pero ástas únicamente sirven para ilustrar a sus delegados 

fiscales y no tienen fuerza legal probatoria, sino se in-

troducen al proceso respectivo. Art. 91 de la Ley Orgánica 

del Ministerio Público. 

BIBLIOTECA C ENTRAL I 
UNIVERSIDAD DE EL SALV~DOR 
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capítulo Tercero 

EL IMPUTADO 

1) Nociones y concepto. 2) Denominaciones. 3) La ac­

tuación del imputado en el proceso penal y las garantías 

procesales que lo rodean. Soluciones en la Legislación sal 

vadoreña. 4) Identificación física y nominal. 5) Calidad 

del imputado: cuando se adquiere y cuando cesa. Soluciones 

en la Legislación Salvadoreña. 6) Las personas colectivas. 

1) Nociones y concepto. 

Imputar significa atribuirle a alguien la comisión de 

un hecho. Por eso el imputado es uno de los sujetos esen­

ciales en la relación jurídica procesal penal, es la pers~ 

na sobre la que recae el señalamiento de haber cometido un 

delito. La imputación puede ser simple o compleja. Es sim 

pIe cuando un hecho deterlliinado es atribuido a una persona 

determinada. Es compleja cuando: a) dos o ruás hechos son 

atribuidos a una sola persona (llamada complejidad objet! 

va); b) cuando un mismo hecho es atribuido a dos o más pe~ 

sanas, (llamada complejidad subjetiva), y c) cuando dos o 

más hechos son atribuidos a dos o más personas, (llamada 

complejidad mixta). 

Sucede en la práctica que hay casos en que se sabe 

a ciencia cierta que se ha cometido un delito, se tiene 

la positiva seguridad de su existencia, pero no se sabe 
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quien o quienes son los autores. En esta ocasión se dice 

que se ha formado la trilogía de sujetos, pero la persona 

imputada no ha sido identificada, llamándose doctrinaria­

mente esta figura procesal, 91Imputado incierto". Unicalllente 

para entrar en la fase plenaria es necesaria la identifica 

ción, al menos físicamente, del imput a~o . 

2) TIenomin8ciones. 

En el curso del tierupo y a travez de varios autores 

no ha existido una completa armonía sobre el t~rmino que 

debe designar al sujeto pasivo sobre el que recae la ac­

ción penal. 

Jncalá y Zamora le denomina Hinculpado", manifestando 

que esa palabra es más adecuada a otra; pero por su solo 

significado debemos descartar el vocablo, pues significa, 

"puesto en culpall, lo que únicamente podr ía suceder cuando 

la persona fuera condenada. 

Tallibi~n se la ha denominado "encausado" o "enjuiciado", 

dando a entender que se le ha abierto juicio criminal; pe­

ro tampoco satisface este vocablo, pues sometido a juicio 

o puesto en causa, significa lo mismo en el juicio crimi­

nal como en el juicio civil, para denominar al sujeto pa­

sivo de la acción penal y al demandado o reo en el segundo. 

Es demasiado gen~rico. 

Se han utilizado los términos de "procesado" y "acusa-



do", los que nos parecen inadecuados, pues sellalan momen­

tos procesales . En algun8S Legislaciones se les llama lipr~ 

cesados", porque se ha dictado auto de "procesamiento", 

y de allí viene el térn::ino, y "acusado" cuando el órgano 

que ejerce la Acci6n penal formula acusación contra perso­

na individualiz8da. 

El vocablo "irrputado" nos pare ce más correcto por 

cuanto la imputación es anterior a todo procesad o o acus~ 

do, la situación de no haber se individualizado 12 persona 

que ha cometido un hecho delictivo no quiere decir que no 

haya UD imputado, éste existe des6e que se establece que 

se ha cometido un delito. Creer lo contrario sería negar 

10$ derechos que pudiera ejercer cualquier persona que se 

considere sujeto pasivo de la acción, cuando todavía en el 

juicio no se hibiere establecido su identidad de tal. 

3) La aciuación del "imputado" en el proceso penal y 

las garantías procesales que lo rodean. Soluciones en la 

Legislación salvadoreña. 

Es aceptado en las modernas del derecho procesal pe­

nal) que a favor del imputado existen ciertas normas naci­

das unas de la necesidad de protegerlo de los abusos de 

los demás sujetos de la relación jurídica procesal penal, 

y otros, de los derechos inherentes a la personalidad hu­

aana . 
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Entre las primetasse encuent~an : a) que nadie 

puede ser privado su libertad o vida sin antes haber si 

do oido y vencido en juicio, b) qu e toda per~ona detenid8 

por imputársele un hecho cri~inaltiene derecho a que se 

le prinicipie el proceso dentro de vinticuatro horas c) 

que todo imputado al DOffiento ~e r e cibírsele su inda~a­

toria debe ser trat~do con cortesía y consideración y no 

debe ser apreRiadoo allienazado d) el derecho a la pu-­

blicidcd de la prueba e) que toda orden de detención -­

sea escrit~ f) qu e toda ley favorable al imputado tenga 

efecto retroactivo, etc . 

Entre las segundas Ae encuentran: a) que toda per­

sona es inocente mientras no se demuestre lo contrario, 

y b) que en caso de duda lo favorable al reo~ La c2rác 

terística principal de normas es que no necesitan incor 

porarse a ley alguna . 

En la legislación salvadoreña todas estas normas 

se enouentran contenidas, pero sola unas cuantas, caso 

de su contravención, son sancionadas, lo que da lugar 

a que sean incu rrplid~s, 

4) Identifica ción física y nominal del imputado. 

Soluciones en la Legislación Salvadoreña. 

Una de los requisitos esenciales para formar jui-­

cio es que el imputado debe ser identificado al IDeDOS -

físicamente. 
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Para comprender esta afirmación estudiaremos los dos 

sistemas de identificación conocidos. 

a) Identificación física. Esta consiste en que el s~ 

jeto sefialado como participante de un delito, como sujeto 

activo, es reconocido por sus señales f1sicas. Una de las 

formas conocidas es la identificación por las huellas di­

gitales, otra es según la formación de las orejas. 

En la Legislaci6n salvadorefia se admite la primera, 

la filiación del imputado, (Art.157 l.) y la contenida en 

el Art. 573.1., llamada identificación en rueda de presos. 

b) Identificación nominal. Esta identificación con­

siste en señalar a los imputados por su nombre y apellido 

y si es posible p or sus generales, para una mejor indivi­

dualización. Con este sistema se evitan injusticias por 

ser más certero y además se aprovechan las consecuencias 

anteriores de otros hechos criminales, como la reinciden­

cia, debiendo combinarse ambos sistemas para evitar equi­

vocaciones. 

En la Legislación Salvadoreña es usad o este último 

sistema con más asuidad que el primero en virtud de que 

en algunos casos únicamente cabe la identificación del 

imputado por su nombre y apellido, p or permitirse juzgar 

en ausencia a los imputados y la falta de técnica en la 

investigación de los delitos. A pesar del avance vertigi-
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naso que ha adquirido la investigación científica nuestras 

leyes procesales penales tienen un atraso de ciento cin-­

cuenta año. 

5) Calidad del Imputado. Cuando se adquiere y cuando 

cesa. Soluciones en la Legislación Salvadoreña. 

Este tema consiste en determinar desde que momento 

empieza la calidad de imputado y desde cuando cesa. 

La calidad de imputado comienza desde que se ha de­

terminado en juicio que se ha cometido un delito, no es 

necesario que se haya determinado la persona que ha com~ 

tido el delito, la imputación existe, y es en este momen­

to en que se da lo que la doctrina ha llamado el "imputa­

do incierto". Negar la existencia de la imputación sin 

que se haya identificado la persona en el juicio es tanto 

como negarle los derechos que le asisten en calidad de 

tal a toda persona que crea o sepa haber cometido un deli 

to y cuya identificación no se haya establecido legalmen­

te. 

En la Legislación Salvadoreña no ha existido una di~ 

posición que indique desde que momento debe existir el im 

putada, únicamente nos puede conducir a una apreciación 

de imputación, en lo manifestadc sobre la infragancia, 

que considera a una persona con la calidad de infragancia, 

desde que "lo persigue el clamor p6blico", o fuere halla-
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do en el ~cto mismo, lo sorprenden con las armas, etc. De 

sU , sola lectura nos parece que la Ley señala desde que mo­

mento se es imputado, pues no es necesario que se haya da­

do comienzo a la investigación del delito cometido, basta~ 

do se haya establecido que éste se ha llevado a cabo. Y es 

desde este momento que el "imputado" puede hacer valer sus 

derechos, ante cualquier autoridad o Funcionario. En la 

práctica sucede que únicamente ante el Juez el imputado pue 

de hacer valer sus derechos, pues las autoridades adminis­

trativas destruyen o nulifican hasta los principios básicos 

de la persona, encarcelan, apremian para hacer confesar, 

etc. 

La calidad de imputado termina: a) por sentencia defi 

nitiva, condenatoria, ejecutoriada. En este estado la cali 

dad de imputado se convierte en "condenado'? perdiendo to­

dos los derechos inherentes a su primera calidad; b) en c~ 

so de sobreseimiento tiene sus características particulares 

y los motivos varían según las Legislaciones; c) en el ca­

so de la extinción de la responsabilidad penal y d) por sen 

tencia absolutoria ejecutoriada. 

En la Legislación Salvadoreña la calidad de imputado 

se pierde por las causales anotadas, haciendo la observa­

ción que en el caso de la extinción de la responsabilidad 

penal únicamente opera con la muerte del reo, por la gracia 
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de la amnistía, por la renuncia del agraviado o perdón del 

ofendido, en lo s delitos de acción p rivada Y' por prescrip­

ción de la acción penal. 

6) Las personas colectivas. Soluciones en la Legisl~ 

ción Salvadoreña. 

Sólo el hombre puede ser s u jeto pasivo de la acción 

penal? Para poder contestar a esta interrogación tenemos 

que hacer a un lAdo aquellas a b erraciones del pasado, en 

la que se juzgaban animales, personas difuntas y hasta ob­

jetos inanimados, y plantearnos el tema de si también pue 

den ser sujetos con responsabilidad penal las ll a madas peE 

sonas colectivas. 

Manifiestan autores como Gierke y Mestre gue las 

personas colectivas poseen una existencia real, no son se 

res ficticios sino reales, dotados de conciencia y volun­

tad, distintas e inde pendientes de la de los miembros que 

la forman. Y si se puede contratar y faltar a s u s obliga­

ciones, se preguntan, porque no pueden delinquir? Las pe­

nas que se deben aplicar a estas personas de tipo pecunia 

rio. 

,Contra esta posición se alza la tesis de que el ho~ 

bre es el único responsable crimina lmente, ya que sólo en 

él, se da la unidad de conciencia y voluntad, base la im­

putabilidad. Que no es cierto que las personas colectivas 
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posean voluntad propia, sino que son el producto de una 

decisión de la persona o personas que la dirigen, su vo­

luntad, supue sta, es la v oluntad de las personas naturales 

que ejercen actos de dirección ~ Que la unibilidad de las 

personas colectivas está en pugna con el principio de la 

personalidad de las penas, ya que al castigar a una pers~ 

na colectiva, se castiga a todos sus miembro~ , a los que 

tuvieron que ver con el acto crilliinal como a los que no 

tuvieron que ver con él. 

En la Legislación Salvadoreña se tiene establecido 

que cuando alguna corporación baya cometido como tal al­

gún delito, se procede individualmente contra los miembros 

que acordaron o ejecutaron el hecho punible, respondien­

do cada cual individualmente. 



TITULO TERCERO 

LaG sujetos eventuales en la relación jurídica 

procesal penal 

capítulo Primero 

PARTE CIVIL 
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1) Actor Civil. Concepto. Personas que comprende. Re 

nuncia de la acción civil. SOluciones en la Legislación sal 

vadorefia. 2) Personas civilmente obligadas. Soluciones en 

la Legislación salvadoreña. 

1) Actor Civil. Concepto. Personas que comprende. Re­

nuncia de la acción.civil. Soluciones en la Legislación Sal 

vadoreña. 

De todo delito cometido nace una acción penal y pue­

de nacer una acción civil. Esta última nace como una reac­

ción del daBo privado que recibe quien se consideraperju­

dicado por delito, bien porque haya resultado agraviado en 

su persona, o bien en la de su causante. 

Las condiciones para ejercer la titularidad de la ac 

ción civil son: a) La existencia del daño. Según la doctri 

na es neces8rio establecer la existencia del daño y que ge 

naró agravio a los recla~antes. b) Tener un interás direc­

to y actual. Tal interás debe existir siempre para accionar, 

porque se es el perjudicado o p or tenerla en forma derivada, 
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por derecho de transmisión. c) Cualidades personales res­

pecto al sujeto pasivo del delito; Esta cualidad nace por 

ser heredero del sujeto pasivo del delito. No basta ser su 

pariente, cónyuge, ascendiente o descendiente, del que ha­

ya sufrido el dsfto; es requisito indispensable ser su here 

dero, y d) Cualidad personal respecto del imputado. Lo a­

firmado en el párrafo anterior tiene validez para éste). 

Resu~iendo, pode~os dar un concepto de parte civil 

en los siguientes términos: Son aquellas personas que even 

tualmente aparecen en el proceso penal, con el objeto de 

perseguir, una de éllas, la satisfacción pecuniaria de las 

consecuencias del delito, contra el imputado o sus herede­

ros responsablemente obligados. 

Actor Civil es la persona que reclama la satisfacción 

pecuniaria por el daño causado por el delito. Si el recla­

mante es la misma persona agraviada y que se ha constitui­

do en el juicio como acusador exclusivo, mantiene siempre, 

su calidad de sujeto esencial, pero que ejerce una preten­

sión eventual. 

Las personas que comprenden el actor civil son el ~ 

graviado personal~ente y el tercero perjudicado sus here­

deros. 

En la Legislación Salvadorefia el actor civil persi­

gue la restitución de la cosa, la reparación del daño cau-
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sado y la indemnización del perjuicio. La indemnización 

comprende no sólo los perjuicios que causan al agraviado 

sino también los que se hayan irrogado por razón del deli 

to a su familia o a un tercero, y la acción se transmite 

a los herederos del perjudicado. 

Esta acción civil se diferencia de la acción penal, 

por su carácter esencialmente privado, por lo que puede 

renunciarse. En la Legislación Salvadoreña al ejercitarse 

la acción penal se entiende ejercitada también la civil 

que ha nacido del delito, pudiendo renunciarse expresameg 

te esta últillia. 

Se hace una diferencia entre la acción civil nacida 

de un delito perseguib le de oficio, y de un delito no peL 

seguible de oficio. Unicamente la acción civil nacida de 

esta áltima clase de delito puede ejercitarse por separa­

do y antes de la sentencia ejecutoriada en el proceso pe­

nal. 

2) Personas civilmente obligadas. Soluciones en la 

Legislación Salvadoreña. 

La responsa b ilidad civil nacida de un delito recae 

sobre la persona que lo ha cometido o ha concurrido a su 

cometimiento. Tambi~n recae sobre la persona que por un 

hecho ajeno tiene responsabilidad indirecta. Una persona 

puede estar obligada civilmente, por un hecho propio o por 



un hecho ajeno. El primero es el directamente responsable 

y el segundo es el llamado "tercero" civilmente responsa­

ble. 

Esta figura procesal, últimamente mencionada, tiene 

su razón de ser en el lazo que une a la persona que ha co 

m~tido el delito con las responsables indirectamente. E­

jemplo de esta figura es lA responsabilidad de los padres, 

en forma civil, por los hechos delictivos cometidos por 

sus hijos menores no emancipados. 

Tiene la calidad de sujeto eventual por no ser in­

dispensable para la formación de la relación jurídica pr2 

cesal penal. 

En la Legislación salvadoreña no existe disposición 

expresa que señale el procedimiento penal para hacer valer 

la acción civil, teniendo gue asumir los procedimientos 

civiles, siendo únicamente señalados determinados procedi 

mientas del Art. 492 al Art. 495 del Código de Instrucción 

Criminal vigente. 
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Capítulo Segundo 

QUERELLANTE NO EXCLUSIVO 

1) Clasificación y naturaleza. Concepto. Acusador 

conjunto. Concepto y naturaleza. Acusador adhesivO~ Cori~ 

cepto y naturaleza. Acusador subsidiario. Concepto y natu 

raleza. Soluciones en la Legislación salvadoreña del Que-

rellante no exclusivo. 

1) Clasificación y naturaleza. Concepto. 

El querellante no exclusivo es el segundo de los su 

jetos eventuales, su asistencia en el proceso penal queda 

reducida a ser colaborador del Ministerio Público en el e 

jercicio de la acción penal. Su naturaleza jurídica de c2 

laborador del Ministerio no le hace perder su calidad de 

sujeto eventual, pues participa en el ejercicio de los de 

rechos sustanciales de realización del poder jurídico, 
, 

so 

lo que sin la característica de necesario. Tiene obliga-

ciones procesales como la de cualquier acusador exclusivo, 

tales como la de probar los hechos delictivos y la rela-

ción de la 
no 

persona imputada con éstos. 

Fodemos conceptualizar al Querellante/exclusivo de 

la siguiente manera: es el que formaliza acusación en un 

proceso penal, en forma conjunta, adhesiva o subsidiaria 

del Ministerio Público. 
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De lo anterior podemos colegir que se clasifica el 
no 

Querellante/exclusivo en: a) Acusador Conjunto, b) Acusa 

dor adhesivo y c) Acusador subsidiario. 

El Acusador Conjunto se trata de una persona partic~ 

lar que no tiene la calidad de sujeto esencial, a pesar de 

ejercitar la acci6n penal, pero su falta o su presencia no 

es necesaria. Unicamente puede ejercitar esta acci6n la 

persona agraviada, tomando este vocablo en el sentido de 

la persona que direc t amente ha recibido el daño con el de 

lito. El que es conocido en Derecho Penal como el "Sujeto 

pasivo". 

Algunos autores justifican la intervenci6n del acusa 

dor conjunto en que además de aportar pruebas por su co-

nocimiento directo con el hecho, es un vigilante de la ao 

tuaci6n del Ministerio pÓblico pa ra que se le haga justi­

cia y a la vez es un magnífico colaborador de aquel por 

la informaci6n que le puede proporcionar. 

Este instituto es una reminiscencia de la venganza 

privada. Todo acusador conjunto lo que lo guía es el de­

seo de que se le haga Justicia, lo que él entiende por 

Justicia. Su impulso es esencialmente egoísta. 

El Acusador Adhesivo es el ejercido por un particu-

lar que se adhiere a las conclusiones de la acusaci6n es 

t8tal. Se diferencia del Acusador Conjunto en que éste 
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tiene sus propias conclusiones y aquél necesariamente ti~ 

ne que aceptarlas. En la pr6ctica resulta un colaborador 

excelente del acusador público y del Querellante exclusi­

vo. Esta figura p rocesal se da únicamente en Alemania. 

El acusador subsidiario. Por este sistema se perlliite 

a un particular formalizar acusación cuando el Ministerio 

Público ha abandonado el ejercicio de la acción penal.De 

ahí su carácter de subsidiario. Se encuentra en la Legis­

lación Austríaca. 

En la Legislación Salvadoreña únicamente se tiene 

establecido el acusador conjunto con ciertas variantes 

tales como que no sólo puede ejercer la acción el agravi~ 

do, sino también ciertos falliiliares, que por sus lazos 

cercanos la Ley los considera con derecho a éllo. 



48 

TITULO CUA RTO 

Colaboradores en la relación jurídica procesal penal 

Capitulo Primero 

LOS COLABORADORES NECESARIOS 

1) Clasificaci6n y enumeración. Naturaleza de la cla 

sificación. 2) El Defensor. Noción y función. 3) La nece­

sidad de asistencia en el proceso penal. El defensor en 

la instrucción del proceso. 4) Nombramiento de confianza 

y nombra~iento de oficio. Soluciones en la Legislación 

Salvadoreña. 5) Número de defensores y limite del debate. 

Soluciones en la Legislación Salvadoreña. 6) Los Procura 

dores Estudiantes. 7) El Secretario. Concepto y naturale­

za de la función en el proceso penal. Soluciones en la 

Legislación Salvadoreña. 

1) Naturaleza de la clasificación y enumeración. 

Ahora entramos al estudio de las personas que inter­

vienen en la relación jurídica procesal penal en concep­

to de colaboradores, unos para integrar la función del 

Juez o del Imputado y otros aportando conocimientos téc 

nicos o puramente procesales. 

Se clasifican según la naturaleza de la función, ne 

cesarios y útiles. Los primeros, o sean los necesarios son 

el defensor y el Secretario; y los segundos o sean los ú 
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tiles, los denunciantes, los testigos, los fiadores y los 

peritos. Todos son colabora dores y se diferencian de los 

sujetos event uales y nece s arios en que no tienen calidad 

de npatte", en el proceso penal y además por si solos no 

pueden aparecer en el juicio y su función es de asistencia 

técnica o puramente procesal. La diferencia entre los cola 

boradores necesarios y los útiles estriba en que los pri­

meros integran a un sujeto esencial y los segundos parti­

cipan en el proceso por necesidad procesal; pero ninguno 

de éllos tiene función autónoma. 

2) El defensor. Noción y función. 

El Defensor es la persona que presta asistencia téc 

nica al imputado, patrocinando el Derecho y la Justicia 

en cuanto puedan estar lesionados en la persona del delin 

cuente. 

La defensoría es una actividad procesal que tiende 

a hacer valer los derec hos que le asisten a toda persona 

que se le impu ta la comisión de un delito y puede ser con 

siderada en dos sentidos: a) en sentido nato, que es la 

actividad procesal de hacer valer ant e el Juez los dere­

chos subjetivos del Imputado. Se admite como garantía de 

los no cu lpables y p or la justa y equitativa valoración 

de la culpabilidad; y b) en sentido estricto, o sea en 

cuanto se contrapone a la acusación y se efectúa mediante 
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actos del Imputado o del defensor. 

El defensor no es parte, su función es únicamente 

de asistencia y representación, y se reduce a presentar 

al Juez todo lo que legítimamente puede mejorar la condi 

ción procesal del imputado y que puede honestamente con­

tribuir a dirimir o disminuir su imputabilidad o su res­

ponsabilidad. 

3) La necesidad de asistencia técnica en el proceso 

penal. El Defensor en la instrucción del proceso. 

La defensa del imputado se funda en el conocimiento 

de normas sustantivas o adjetivas. Además del conocimien­

to de tales normas es necesario, para su justa interpreta 

ción y aplicación el instituto de la defensoría. El tecni 

cismo es conocido siempre por la persona que desempeña la 

acusación, pero la mayoría de las veces es desconocido por 

los imputados. De ahí la necesidad de que a este sujeto 

esencial se le deba proporcionar una asistencia técnica, 

para que exista un desenvolvimiento del juicio en forma 

correcta y se obtenga un fallo justo. 

De estas afirmaciones nace la idea de que el imput~ 

do debe encontrarse asistido de un defensor desde la fase 

instructora del proceso. Algu nas veces las personas que 

tienen suficientes recursos nombran defensores desde esta 

primera fase del proceso penal, pero en la mayoría de los 
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casos es hasta que se llega a la fase plenaria que el Juez 

le nombra al imputado el defensor de oficio. 

Existe el imputado desde los albores del proceso, pe 

ro carece de asistencia técnica q ue le colabore para demo~ 

trar su inocencia. Nos parece que la forma correcta para 

poder proceder en forma justa, es el nombramiento del de­

fensor de oficio desde el primer momento que se ha identi 

ficado, en alguna de sus formas, a la persona imputada. 

En la Legislación salvadoreña se sigue el criterio 

imperante que hasta establecer las pruebas se debe nombrar 

el defensor de oficio, pudiendo éste establecer la veraci 

dad de las probanzas en el término probatorio de la fase 

plenaria. Unicamente en 108 delitos cometidos con abuso de 

libertad de imprenta, se nombra el defensor de oficio des 

de la imputación. 

4) Nombramiento de confianza y nombramiento de ofi-

cio. 

para poder ejercer el cargo de defensor es necesario 

el nombramiento, o sea la designación de la persona para 

su ejercicio. Esta designación puede hacerse por la parte 

imputada o por el Juez. Al primero se le llama nombramien 

to de confianza o defensor elegido, y al segundo, defensor 

de oficio. 

El nombramiento de confianza tiene su razón de ser 
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en que toda persona imputada tiene derecho a ser asistida 

por la persona que cree le dará mejor asistencia técnica. 

Este nombramiento se debe hacer por medio de actos de los 

cuales no haya duda sobre la autenticidad o intención del 

imputado. No puede haber nombramiento si quien lo hace no 

es el imputado personalmente, a excepción del menor de e-

dad, cuyo nombramiento nace de su representante legal. 

En la Legislación Salvadoreña se admite el nombra-

m~ento hecho en escritUra páblica, en escritos dirigidos 

al Juez y mediante declaración persona l al Juez que cono­

ce del proceso penal y contenida en acta~La autenticidad 

de la primera y tercera no nos parece discutible; pero la 

contenida en escritos dirigidos al Juez y cuya firma no 

se encuentra legalizada por otario, y únicamente lleva 

el sello del lugar donde el imputado guarda detención, si, 

nos parece un poco irregular esta modalidad que no es pr~ 

pia de nuestro quehacer jurídico. En algunas Legislacio-

nes latinoamericanas, tarrlbién se admite. Lo correcto debe 

ser que se obligue a concurrir ante el Notario, pues éste 

es el único funcionario capaz de dar crédito a lo manifes 

tado por particulares. 

El nombramiento de oficio. La necesidad de la asis-

tencia técnica obliga que el imputado tenga un representan 

te en el proceso penal. Esta bbligación nace desde que .una 
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persona se le imputa el cometimiento de un hecho delicti­

vo. No importa que el imputado rechase el nombramiento de 

oficio ni a la persona que ejerce tal oargo, quien única­

mente puede ser retirado de la defensa por el nombramiento 

de un defensor de confianza o por razones aducidas por el 

imputado que bagan creer que no estará suficientemente a­

sistido, teniendo lugar entonces el nombramiento de otra 

persona para el cargo de defensor de oficio el cual es o­

bligatorio por su carácter de servicio público. En la Le­

gislación salvadoreña priva la aceptación, lo que lo con­

vierte en un cargo potestativo. En el Art. 56 del Código 

de Instrucción Criminal se habla de que nadie puede excu­

sarse del cargo de defensor sin una causa razonable, dan­

do a entender que el cargo de defensor es obligatorio, lo 

cual es inexacto, siendo únicamente obligatorio la defen­

soría de oficio. 

5) NÚffiero de defensores. Límite del debate. Solucio 

nes en la Legislación salvadoreña. 

La limitación del número de defensores tiene lugar 

en el debate oral. En las Legislaciones en que se ha dero 

gado el debate público y oral no importa la cantidad de 

personas que ejercen la defensoría penal a favor de un im 

putado, ya que su asistencia escrita no causa pérdida de 

tiempo, que es el factor que ha decidido en muchas Legis-
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laciones la necesidad de limitar la participación de per­

sonas, bien decidiéndose por un número máximo límite, o 

bien señalando el tiempo ~áxiruo para la celebración del 

debate e indirectamente las personas. 

En la Legislación salvadoreña se ha reducido a una 

hora el debate oral por intervención, pero para el número 

de personas ha callado, pues en lo penal no existe dispo­

sición alguna que limite su número, únicamente, como se 

dijo antes, en forma indirecta, reduciendo el límite máxi 

IDO de la intervención. 

6) Los Procuradores Estudiantes. 

En algunas Legislaciones se confiere la asistencia 

gratuita en la defensoría, proporcionada por estudiantes 

de leyes y cuyos nombramientos son conferidos por el Juez: 

la asistencia gratuita tiene su origen en la dificultad 

que un profesionista desempeñe el cargo debido a la can­

tidad de trabajo que Se supone desarrolla, en cuyo caso 

se entorpecería su labor de carácter técnico. 

En la Legislación salvadoreña se tiene establecida 

la asistencia gratuita por medio de estudiantes y profe­

sionistas. Además de la asistencia gratuita se tiene es­

tablecido;para los estudiantes, el nombramiento de con­

fianza. Ejerce el estudiante de leyes, con el requisito 

d e haber a pr obad o la a signa tura de iI Instrucc ión Crimina 1" 
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ahora llamada "Derecho Procesal Penal ir, la procuración pe 

nal sin límite alguno, durante los tres años subsiguientes, 

siempre que mantenga su calidad de estudiante. 

7) El Secretario. Concepto y su naturaleza en el 

proceso penal. Soluciones en la Legislación S81vadorefta. 

El Secretario es uno de los colaboradores necesarios 

en la relación jurídica procesal penal. Su función no es 

autónoma, es de asistencia al Juez en la ejecución de los 

actos procesales. La única función autónollia que tiene es 

la de documentación a la parte o a su representante en el 

juicio. Su asistencia es obligatoria por razones de gara~ 

~ía o de mayor eficacia en el trabajo. Participa en la j~ 

risdicción penal, pero no la ejerce. 

Resulliiendo, podemos conceptualizar al Secretario di 

ciendo que es la persona que colabora con el Juez, inte­

grándOlO, para el ejercicio de la función jurisdiccional, 

asistiéndole en la ejecución de los actos procesales. 

En la Legislación Salvadoreña se establece la obli­

gación que tiene el Juez de participar en todos los actos 

procesales con un Secretario, estableciendo también los 

deberes de éste, tanto de asistencia como de documentación. 

Se señala asimismo los requisitos para ejercer el cargo, 

siend o los mínimos, ser ma yor de vein ti ún años, sa ber leer 

y escribir, de notoria buena conducta, poseer práctica ju­

dicial y estar en el ejercicio de los derechos de ciudadano. 

--- ----------------~~ 
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Segundo Capítulo 

LOS COLABORADORES UTILES 

1) El Fiador. Naturaleza de su intervención en el 

Proceso Penal. 2) Peritos. Concepto y Naturaleza de su i~ 

tervención en el proceso penal. 3) Denunciante. Concepto 

y naturaleza de su intervención en el Proceso Penal. 4) 

Testigo. Concepto y natur~leza de su intervención en el 

Proceso Penal. 

1) El Fiador. Concepto y naturaleza de su interven­

ción en el Proceso Penal. 

Las teorías rr odernas del Derecho Procesal Penal,han 

incluido un sin número de instituciones, con el objeto de 

disminuir los rigores, y en no pocos casos hasta injusti­

cia, de la restricción de la libertad de los imputados. 

Así han nacido instituciones como la libertad bajo 

caución, libertad provisional, la cautio de non offendendo, 

conocida ta mbi~n entre los franceses como "assumerent", 

la exención de prisión, y la libertad condicional. 

La primera, o sea la libertad bajo caución consis­

te en poner en liberta d a un imputado, mientras se le co,.!! 

tinúa el proceso en su contra, bien bajo el prometimiento 

solemne de una tercera persona, bien bajo la garantía de 

la hipoteca o bien por el depósito, hecho al Tribunal, de 

cierta cantidad de dinero. 
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La libertad provisional consiste en la libertad res 

tringida que goza el imputado de un delito cuando no se 

han establecido algunas de las fórmulas procesales para 

ser detenido provisionalmente o llevado a acusación plen~ 

ria. 

La ca-utio de no offendendo es la libertad bajo cau­

ción que goza un imputado, con la promesa de no cometer -

otros delito~. Es una figura de tiempo pasado y que en la 

actualidad ha sido absolbida por otras instituciones. 

La exenci6n de pris~6n consiste en dejar en la li 

bertad en que se encuentra, una persona imputado, bajo -­

fianza hipoteca o depósito, para no ser llevada a prisió~. 

La libertad condicional consiste en la libertad con 

restricciones que goza una persona condenada por delito. 

Esta se diferencia de las demás instituciones en que e8 -

necesE)rio que la persona que la goza haya sid o condenacia .• 

para gozar de estas libertades restringidas, aparece, 

en la mayoría de los casos, una tercera persona que es c~ 

nocida,por el prometimiento solemne que hace en favor --­

del imputado o condenado, con el nombre "fiador" sobre -­

quien pesa una obligaci6n procesal, que se reduce una san 

ci6n de tipo económica. Suposici6n dentro del proceso penal 

es la de un colaborador, un tercero incidentista, que in-­

terviene para moderar los rigores de una detención o pri-­

si6n injusta. En cuanto a la primera, por la injusticia --
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que conlleva la detención provisional y en cuanto a la -

segunda, para disminuir el peso de una condena, que des-­

pués de cierto tiempo puede haber llenado su cometido, y 
.. , 

su cumplimiento posterior y total, serla convertirla en -

algo gravoso e injusto. 

Se diferencia de los colaboradores necesariosr en -

que no llena ningún ccmetido de exigencia para la reali--

zación de alguna función, y su intervención se reduce a -

algo eventual. 

2) Perito. Coneepto y naturaleza de su intervención en el 

proceso penal. 

Antiguamente las personas conocidas actualmente como 

peritos, eran testigos que declaraban sobre algún punto --

que necesitaba, para su explicación, experiencia o cono-­

cimiento, sobre alguna materia o arte. Establecían un he-

cho, no por su conocimiento, sino por deponer en el jui--

cio como testigo. Posterior Thente y se vio la necesidad de 

que es ta blecieran en form a directo y s e d esl iga ran d el tes­

timonio. El perito introduce nociones t~cnicas en el pro-

ceso, en una forma colegiada o singular, es decir, dos o 

mas personas, o una sola, según la legislación de cada 

país, por nombramiento oficial o de las partes. 

Su intervención en el proceso penal se reduce a co--

laborar para la aplicación de la ley en el proceso penal, 
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lliediante explicaciones de puntos sobre arte o ciencia~ a 

que es ajeno el Juez. Hay quien haya expresado, por la im 

portancia de este sujeto colaborador, Que en legislaciones 

futuras, el perito tendrá q ue sustituir al Juez, señalan­

do como un antecedente la quema en hogueras que antigua­

mente se hacían a las personas desequilibradas, juzgándo­

las como "brujas", y que ahora pertenecen a un perito: el 

m~dico siquiatra. Esta observación, bastante extrema po~ 

cierto, ha dado lugar a lo que se conoce como el peritaje 

obligatorio, a la observancia que hacen los jueces en fo~ 

ma obligada a lo dictaminado por los peritos, práctica un 

tanto viciada, que critican los comentaristas de Derecho 

Procesal, pues convierten a los peritos en jueces. 

4) Denunciante. Concepto y su naturaleza de su in­

tervención en el proceso penal. 

La denuncia es una institución que tiene su antece­

dente en la delación. A pesar de la repugnancia que insPl 

ra esta institución, se ha hecho indispensable para la in 

formación primera, al inicio del proceso. 

Los denunciantes son personas particulares que po­

nen en conocimiento formalmente del cometimiento de un he 

cho criminal al Juez competente, sin obligarse a la pru~ 

bao Es un colabor~dor útil pero no necesario, pues su i~ 

tervención en el proceso penal se reduce a pura informa-
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ción. No es necesario ~ue determine el delito, es el Juez 

el que deberá aceptarlo ° rechazarlo, según la califica­

ci6n que le dé. 

Algunas legislaciones someten al denunciante a ciar 

tas prohibiciones, que por su caráct~r moral no deben sal 

varse. Entre éstas se encuentran la de no poder denunciar 

al cónyuge o parientes dentro de cierto grado, etc. 

4) Testigo. Concepto y naturaleza de su intervención 

en el proceso penal. 

El testimonio ha sido, a travez del tiempo el medio 

probatorio por excelencia. En la época prejurídica, para 

establecer la verdad de un hecho criminal, existieron 10 

que se ha llamado "los Juicios de Dios" t pud iendo disti,!! 

guirse entre éstos, el duelo, ° juicio por batalla, las 0L 

dalías y las pruebas cristianas. El primero, o sea el due 

lo, tenía su fundamento en el honor caballeresco y se ju~ 

tificaba en que toda injuria debía lavarse con sangre. El 

resultado, se creía, siempre era favorable al que tenía 

la justicia por su lado. 

Las ordalías tenian su fundamento en que Dios siem 

pre protege al inocente y así los imputados eran someti­

dos a tormentos, debiendo salir sin ningún perjuicio el 

imputado inocente. 

Las pruebas cristianas tení~como principal el ju-

- -- - - -~------~= 



61 

ramento. cada quien al jurar por Dios, ponía a éste como 

testigo. Y se fundamentaban en que el que juraba falsamen 

te pagaría el castigo en el infierno. 

Superada esta etapa, aparecieron los testigos como 

el medio probatorio por excelencia, que se fundamenta en 

la limitación humana. 

Su naturaleza de colaborador, se hace evidente, con 

el hecho de señalar que existen delitos en los cuales es­

te medio probatorio se hace innecesario, caso el de los 

delitos de falsedad, y aón con el avance .de la técnica en 

la investigación, va perdiendo terreno. 

Con todo, en casi todas las Legislaciones vigentes, 

no ha perdido su calidad de ser el medio probatorio por 

excelencia, la falibilidad del Juez lo hace indispensable. 
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e o N C L U S ION E S 

Este apartado de las conclusiones lo he destinado 

para mencionar las innovaciones que debe sufrir la Legi~ 

lación Salvadoreña, en cuanto a los sujetos de la rela­

ción jurídica procesal penal, y así ponerlo a la altura 

de las nuevas corrientes. 

1) El código de Procedimientos Civiles, que de co~ 

formidad al Art. 566 l., tiene aplicación en forma subsi 

diaria, para nuestro régÚffien procesal penal cuando hace 

mención, en el capítulo segundo, de las personas que in-

tervienen esencialmente en el juicio, además del actor, 

del reo y del Juez, incluye a los Secretarios de actua-

ción. Lo anterior nos parece falto de armonía por cuanto, 

en la misllia secctón señala q ue su falta de intervención, 

únicamente produce nulidad, siempre y cuando produzca peL 

jñcios al derecho o defensa de la parte que lo alega. Es-

ta afirmación nos conduce a concluir en que el carácter 

de esencialidad que nuestra Legislación le da al Secreta-

rio no es veraz, porque como vimos en el primer capítulo 

su función integradora es la de un colaborador del Juez. 

2) En la clasificación que se ha hecho entre Juez 

Técnico y Juez Lego, o Jurado popular, la Legislación Sal 

vadoreña establece el Jurado para el juzgamiento de los 

BIBLIOTECA CENTRA L 
U N IV EP/S!O AO DE E L SALVAOOR 

.~ ¡ 



delitos comunes eliminando, del conocimiento de los jura­

dos de los delitos oficiales. Se critica esta diferencia, 

en vista de que la intervención popular, para los efectos 

de impartir justicia, es tan necesaria en los delitos ofi 

ciales, como en los delitos comunes. Además del carácter 

neutralizador del poder dictatorial, del jurado popular, 

se hace necesario su intervención fiscal y jurisdiccional, 

en la administración pública. Arrebatarle, al jurado po­

pular el conocimiento de los delitos oficiales, podrá es­

tar de acuerdo con las nuevas orientaciones del derecho 

procesal penal, pero también muy alejado del momento his­

tórico que la legislación vigente rige. 

La Legislación salvadoreña, además de lo anterior, 

ha restringido el conocimiento de los delitos comunes, 

por el jurado popular, y así el Art. 283 l. limita el co­

nocimiento a los delitos comunes, a excepción de los deli 

tos de hurto y robo cuando hubiere plena prueba de la d~ 

lincuencia, y cosa curiosa, a los delitos que estén san­

cionados con prisión menor y con pena pecuniaria que no 

pasa de doscientos colones, con la intención, quizás, de 

"favorecer" a los imputados en esta clase de delitos. En 

el primero de los casos se trata, de aplicar con rigor la 

Ley, lo que se justifica, por la clase de los delitos, 

el hurto y el robo, ambos repugnantes; pero en los segun-
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dos ° sean en los castigados con pena pecuniaria o prisión 

menor, no se justifica que no sean llevados al conocimien­

to del jurado, por cuanto, esta institución es la única 

que puede juzgar con entera imparcialidad. 

Por otro lado también aleja del conocimiento del 

Tribunal del jurado los delitos, conocidos con el nombre 

genérico de "Actividades anárquicas o contrarias a la de 

mocracia Yi , ya que estos delitos son esencialmente p~líti 

cos y su decisión debe de estar sujeta al conocimiento del 

jurado, p a ra mantener el principio democrático de la ma­

yoría, porgue al dejarlo al conocimiento del Juez de Dere 

cho el mismo Estado se convierte en Juez y parte. 

3) Existe en la Legislación Salvadoreña la acusación 

particular y la acusaoión ciudadana. Esta acusación bien 

ciudadana o bien particular, se ha mantenido con el obje­

to de hacer participar a los particulares en la actividad 

de administrar justicia. La primera o sea la ciudadana nos 

parece aceptable, por cuanto no sólo vigila el contenido 

de la Ley sino también, el exacto cumplimiento de la mis­

ma de parte de los funcionarios, que por su posición pri­

vilegiada, abusan del poder conferido. Pero la segunda, 

o sea la partic u lar, únicamente revive la venganza, por 

lo que es conveniente su supresión. 

4) La Legislación Salvadoreña permite el ejercicio 
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el ejercicio libre de la Procuración Penal a los estudian 

tes de Jurisprudencia y Ciencias Sociales, que hayan apro 

bado la asignatura de Derecho Procesal Penal, durante el 

térlliino de seis años, siempre que se mantenga la calidad 

de estudiante. Lo anterior, bace algunos años, pud o haber 

sido la fórmula para proporcionar asistencia técnica a pe~ 

sonas de escasos recursos,pero a la fecha produce conse­

cuencias contrarias. Nos parece que la soluci6n a ese pro­

blema debe ser, el obligar a que todo estudiante que haya 

llenado los requisitos anteriores, ejerza la Procuración 

Penal, bajo la dirección de un Abogado, debiendo ser éste 

el responsable de la lli8la asistencia que reciba el imputa­

do. Así se salvarían las consecuencias funestas para los 

illiputados, que reciben asistencia de parte de personas 

inexpertas. 
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